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nalidad que no seria el mismo -se dice- que el adoptado en las
legislaturas anteriores. paa atribuir un. escaño a IU a costa del que
correspondía al Grupo demandante. Se sostiene que habría existido una
alteración, ex post lauo, de la regla general, apartándose la M~sa de los
precedentes parlamentarios anteriores. para impedir el acceso al cargo
público de Senador con los requisitos señalados por las leyes de la
persona propuesta por 'el Grupo Parlamentario Popular.

No es necesario entrar enel problema de la polémica «trascendencia
normativa de los usos parlamentarios» y de lae"entual de los preceden­
tes (terna del que S6 ocupó ya este Tribunal en la STC 14911990,
tundamentojurídico S.o). puesto que no ha quedado probado en este
proceso constitucíonal la afirmación que se hace en la demandJ., de la
que arranca todo su- posterior mzonamiento. rque era su carga procesal
demostrar: el cambio «inesperado») de criteno de la Mesa respecto de
precedentes anteriores~ a raíz de la última concurrencia electoral
autonómica, y sin ofrecer justificadón objetiva alguna para ello. Pues
esos hechos no pueden darse por válidos e indubitados -{'amo propone
el Ministerio Físcak ante <da carencia demás información»-, sin
Ilcce~idad'de mavores acreditaciones.

Se afirma' por el Grupo Parlanrentario actor que los Diarios de
Sesiones de fechas 25 de junio de 1983 y :!8 dejulio de 1987 acreditan
que la regla D'Hondt fue usada en la 1 y 11 Legislaturas de la Cámara;
sin embargo, la lectura de los mismos no revela que en aquellos casos
se utilizase esa regla, pues nada se dice al respecto, Por el contrario, la
Asamblca-d.e Madrid, a, través de su Secretario general. asegura que en .
este tereera ~egislaturo, al igual que en ambos casos anteriores, se siguió
el sistema de cocientes con aplicación de restos mayores y no la'variante
de la edia más fuerte calculada por la regla O'Hondt como el Grupo
actor pretende; es más. se, adviene en el escrito de alegaciones que el
sistema de los mayores. restos es' el «tradicionalmente seguido' en la
Asamblea de Madrid»" para cualquier distribución de puestos entre
Grupos Parlamentarios -Diputación Permanente, Comisiones, etc.-;
aunqu(', . finalmente, admita también la representación de la citada
Asamblea que en algunos casos se ha «modulado» este sistema. Esta '
afirmación, el empleo de la técnica de fos mayores restos, se comparte,
exprcsamenle"por la representación 'del Grupo Parlamentario Socialista,
quien ilustrd su afirmación con distintos datos y cálculos.

La afirmación fáctica en la que se basa la demanda ·ha sido pues
combatida por otras partes personadas en el presente proceso. sin que
se hayan aportado por la parte actora elementos de convicción que
pudieran llevar a este Tribunal al convencímiento de la exactittld de la
atlrmaciól1 de existencia de un cambio inesperado ex post lacto. y a la'
visra de los resultados' electorales. del procedimiento de designación,
Resulta patente., que la aplicación del criterio deJcociente y el reparto

de los restos m~diante la formula de los restos mayores conduce, de
nCt'ho. a la distribución de (;scanos que, efectivamenle. la Mesa ha
efl"Ctuado en las tres legislaturas que se ofrecen para comparar, si bien
es no menos cierto que al mismo resultado se llegaría también mediante,
el empleo de la regla D'Hondt en la 1 y en la 11 Legislaturas. difiriendo
la distribución de Senadores que se aJca07:a mediante el empleo de una
u otra técnica sólo en esta III Legislatura. Precisam'ente. la novedad dd
caso. la rekvaneia de la opción por una u otra regla, puede explicar que
en las designaciones anteriores no se hubiera detlnido con claridad la
regla utilizada 'para el reparto de puestos, pero ello mismo impide
deducir que en las decisiones aquí impugnadas la Mesa y la Asamblea
de Madrid se hayan apartado abierta y arbitrariamente de los criterios
establcCídos al respecto para la designación de Senadores tras las
elecciones de 1981y de 1987.

s. La Mesa y la Asamblea de Madrid no estaban constitucional ni
lcgnlmente obligados a la utilización de la regla D'Hondt y podían. en
suma, distribuir hbremente los Senadores. de designación autonómica
entre los dívcrsosGrupos Parlamentarios conforme a cualquier lél.:niea
y, en concreto. la fórmula proporcional de reparto de los restos, ya acabe
dicha opción. inevitablemente, por beneticiar a los Grupos más grandes
o a los pcoqucños y minoritarios, siempre y cuando no llegue a altcrar la
misma esencia proporcional de este si-stcma electoral. lo que no ha
ocurrido en el presente caso, en cuanto que, y ello no se discute por el
Grupo recurrente, la fórmula concreta elegida por la A~mblea cumple
la exigencia constitucional de una «adecuada representación proporcio­
nal», por.lo que la presente,demanda ha·dc se desestimada.

FALLO

.En atencíón a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucíonal. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONS-TITt,'CIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por el Grupo Parlamentario Popular de
la Asamblea de Madrid.

Publiquese esta Sentencia en el «Bolc-tín Oficial del ES!.1do»).

Dada en Madrid, a trece de enero de mil novecientos nO\'I."11ta v
dos.-Francisco Rubio Uorente.-Eugenió Díaz Eimil.-Miguel Rodrigud­
Piflero y Bravo-Ferrer.-José luis de lc~ ~lozos y de los rvl-ozus.-Aharo
Rodriguez &.~ijo.,-José Gabaldón López.-Firmados y rubricados.

J

'3225 Plmo. Sentencia 5/1992, de 16 de enero, Cuestión de
incollslilUcíonalidad 425/1986, En relación con el articu­
10.32 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, 'de AJedidas para
fa Reforma de la Función Publica.

El Pléno del Tribunal Constitucional:compuesto por don Francisco
Tomás y Valíente, Presidente; don Francisco Rubio Uorente, Vicepresi­
dente; don Fernando García-Mon y Gonzálcz-Regueral, don Eugenio
Díaz Eimil. don Miguel Rodríguez-Piñcro y Bravo-Ferrer, don Jesus
Lcguina Villa, don Luis lópcz Guerra, don José Luis de los Mozos y de
los Mozos, don Alvaro Rodriguez Bereijo y don Vicente Gimeno
Sendra. Magistrndos, ha prol}unciado. ..

EN NOMBRE DEL REY

.la siguiente

SENTENCIA

En la cuestión de inconstitucíonalidad núm. 425/1986. promovida
por la Sección Primera de lo Contencioso-Administrativo de la Audien­
cia Nacional, por supuesta inconstitucionalidad del arto 32 de la Ley
30/1984, de 2 de agosto. de Medidas para la Reforma de la Función
Pública. por contradecir el art. 14 c.E. Ha sido parte el Senado, el Fiscal
General del Estado y el Abogado de! Estado, este ultimo ~n representa­
ción del Gobierno. Ha sido Ponente el Magistrado don José Luis de los
Mozos y de los Mozos, quien expresa el parecer de! TribunaL

1. Antecedentes

l. Po: Auto de 1 de marzo de 1986, la Sección Primera de lo
Contencioso-Adminístrativo de la Audiencía Nacional elevó a este
Tribunal cuestión de inconstitucionalidad sobre el arto 32, párrafo
priOl~ro, in fine, de la Ley 30/1984, de 2 de agosto. de Medidas para la
Reforma de la 'Función Pública, que establece que se reconocen efectos
económicos a .Ios derechos pasivos causados con anterioridad por la
mujer funcionaria, únicamente desde elIde enero de 1984. por si el
mismo pudiera infringir el art. 14 C.E,

2. ;De la mencionada resolución se dt'rivan como antecedentes de
hecho, en síntesis. los siguientes:

a} Anle la Sección Primera de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Nacional ~ sigue, bajo el núm. 16,268, recurso contencioso-­
administrati"\o promovido a instancia de don Jaime Castro Garcia
frente a resolución del Tribunal Económico-AdministrativoCentral
(T.E.A.C.) de 20 de junio de 1985. que ,estimó parcialmente eLreeurso
de alzada interpuesto contra acuerdo de la Direccíón General de Gastos
de Personal del Ministerio de Economía y Hacienda de fecha 1J de abrí!
de 1984, por el que se denegó inicialmente al recurrentcsu petición de
pensión de viudedad p"d.ra él y de orfandad para sus hijos de su esposa
fallecida. La r~olución del T.E.A.e. anuló dicho acto para que,
devolviendo el expediente al órgano de gestión. diclase este lluevo
acuerdo con observancia de la---dcrogación del art..40 del texto refundido
de la Ley de Derechos Pasivos de 21 de abril de 1966, por la Dísposición

rogatoria de la Lt.")' 30; L984, de 2 de agosto, de Medidas para la
Reforma de la Función Pública.

b) En dicho proceso especial que se trami1a por las nOr013$ de la
Ley 62/1978, de 26 de diCiembre. sohre Protección de los Derechos
Fundamentales de _la Persona,· se impugna la citada Resolucíón
administrativa por la infracción del principio de igualdad reconocido en
el art. 14 C.E., al entender discriminatorio por rozón de sexo que el
varón funcionarío cau~ pensíón a favor de la víuda y no la mujer a
favor del viudo. Entiende el recurrente en el proceso contencioso que la
vigencia del texto de la Constitución. por su efecto normativo directo,
habia derogado el citado art. -t0 de la Ley de Clases Pasivas deviniendo
este. precepto "inconslítuC;'ional y que, por consiguientt..\ debió ser anulada
la resolución del órgano en cuestión y reconocido el derecho a pensión
antes incluso de la promulgación de-la ley de Medidas para la Reforma
de la Función PUblíca. 30/1984, de :2 de agosto; la prel~nsíón se extiende,
asimismo, al reconocimiento de la pt~nsión desde, la fecha del f.1.1lt-ci­
miento. es decir, desde el dia 1 de ago'ilo de 1982 y no desde el poslerior
momento senalado expre~mcnlc en la L:}" de 2 de agosto de 1'lh:4. por
entender que la Iímilación temporal de los ett'Ctos de la cilada Leyes
contraria a la Constitución y mantíene la anterior situat'ión diserimma~
toria.
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e) Tramitado el recurso contencioso especial y señalado el día 8 de
enero de 1986 para votación)' fallo, se dio traslado con~ misma fecha
<l: las parles sobre la procedencia de plantear cuestión de inconstituciona­
lldad ~('l art, 32, ~á~fo 1.",- ':I1.finl!. de. la Ley 30/1984. de 2 de agosto,
c\'3cuandose el traml;e mencionado.

3. La duda sobre la cánstitucionalidad del precepto legal C11cstio­
nado se fundamenta por el órgano judicial, en sintesis, en los siguientes
argumentos; l.~. la representación del recurrente en el proceso CGnten­
ciaso no se limita a la petición de reconocimiento del derecho a la
pensión, sin determinación de su efecto temporal o desde el momento
establecido en la Ley de 2 de agosto de 1984. Si asi hubiese acontecido
y la pretensión se hubiese contraido a tales extremos,' sin referencia a su
eficacia temporal, hubiera sido posible satisfacerla en el proceso conten­
cioso. pues el art. 40 del texto refundido de la Ley de Oases Paivas
podría entenderse derogado en cuanto contrario a la Constitución con
respaldo en la doctrina del Tribunal Constitucional recogida en la STC
42/1984, o en las referentes al art. 160 de la Ley General de Seguridad
Social., 10311983 }' ·104/1983; 2.°), pero el planteamiento del recurso
cont~ncioso no permite en este supuesto dividir la pretensión, que
contiene no sólo la petición de reconocimiento del derecho a la pensión,
sino también en su int~ridad temporal, esto es, desde el I de agosto'de
1982. Ello pone de- mamfiesto que de la validez del art. 32.1, in fine, de
l~ Ley 30/1984, de 2 de agosto, depende el fallo del asunto, ya Q.ue, si
~Icn en ella se establece que «1a ml;ljer funcionario causará los mIsmos
derechos pasivos que el varón», se reconocen con efectos económicos
únicamente desde el I de enero de. 1984 a los causados con anterioridad;
3.°), finalmente, este planteamiento se opone a la causa de inadmisibili­
dad alegada en el recurso contencioso, porque existe un acto administra­
tivo, aunque la resolución de ·la alzada lo anulase sólo por motivos
formales; así, .la resolución inicial del órgano de gestión desestímó la
solicitud de pensión y ese efecto subsiste aun después de la invalidación
formal de tal acto por el T.E.A.C., que, aunque ordenaba resolver
conforme a la nueva Ley, no estimó la solicittld de Pensión, nimenos
aún desde el momento temporal pretendido.

4. La. Sección tuprp de este Tribunal, por providencia de 23 de
abril de 1986, acordó tener por recibi<las las actuaciones de la SCf;:c1Óh

. Primera de lo ContencioS(}oAdministrativo de la Audiencia Nacional y
admitir a trámite la cuestión de inconstitucionalidad promovida con
el núm. 425fl986, dando traslado.-de conformidad con lo dispuesto en
el art. 37.2 LOTC, al.Congreso de los Diputados y ·al Senado, por
conducto de sus Presidentes; al Gobierno, por conducto del Ministerio
de Justicia y al Fiseal general del Estado. al objeto de que. en el plazo
común de quince días, pudieran personarse en, el procedimiento y
formular las alegaciones,Que estimasen convenientes. Asimismo, se
dispuso la publicación de la incoación de la cuestión de inconstituciona­
lidad en el «Boletín Oficial del Estado».

5. El Senado, en esento presentado el 20 de junio de 1986, solicItó
se le tuvIera por personado en el procedlmlento y por ofrecuia Su
colaboración a los efectos del 3rt. 88.1 'LOTe. El Congreso de los
DIPutad~, en su escrito registrado con fecha 12 de julio de 1986,
co.mumcC? al Tnbunal que, aun cu<\ndo no se personara en el procedi­
mJcnto m formulase alegaciones, ponia a su disposición las actuaciones
de la Cámara que pudiera ·precisar. ." ..,

_6. El Fiscal General del ES13-do. en su escrito de alegaciones,
presentado en fecha 16 de mayo de 1986, tras exponer los antecedentes
de hecho de la cuestión planteada, interesa. en primer término, se
rechace la cuestión por cuanto, dados los térrilin9s en que se produce la
demanda que inicia el-proceso contencioso, la Sala promovente puede
pronunciarse- s(n nece~ida~ de .que verifique decl~ra~ión alguna acerca
de la presunta.mronstltuclOnahdad del arto 32.1, mClso final, de la Ley
30/1984, de 2 de agosto, y, en todo caso, de entrar a resolver sobre el
fc:ndo del proceso constitwdonal, se declare que no se ajusta a leS
dICtados de la ConstituC'ión el limite temporal que- para la producción de
efcctos económicos de las pensiones se establece en aquella .Ley. Esta
petición dual SI) fundamenta en los siguientes argumentos: LO)
comienza el Ministerio Publico por señalar la proximidad que, con ei
supuesto ahora planteado, guardan otros asuntos resueltos anterior~
mente por el Tribunal Constitucional; sentado lo cual ha de centrarse
el tcma ohjeto de la cuestión, que versa sobre si el ;rt. 40 deL texto
refundido de la Ley de Derechos Pasivos de 21 de abril de 1966 estaba
vigente al tiemp~ de fallecer la causante de la pensión que- se redamó,
o, por el contrano, al ser precepto preconstitucional resultó derogado
por la Disposición derogatoria terccra de la Constitución, así como si la
n0nnativa que surge por la vía del art. 32.1. in fine, de la Ley 30/1984.
de 2 ·de ago$.to. reparó el tratamiento discriminatorio e inconstitucional
de aquella lc.ey de' 19~6 y alcan,ce de la limitación que en tal precepto se
contlene; 2. "), pues bien, en vlrtud de los antecedentes que se integran
en las SSTC 103/1983 y 104/1983 Y en la 42/1984, inicialmente
scnalad~s, la respuesta. a la primera cuestión no puede ser· sino
afirmativa, pues eS1a;blecu1o el arto 40 de la Ley de 21 de abril de 1966,

un tratamiento discriminatorio en orden a las pensiones causadas por
funcionario o funcionaria a fa"or de esposo o esposa, en clara oposición
al art 14 C.E., es esta Norma fundamental la que arrastra la invalidez
del precepto discriminatorio que. en todo caso, el Tribunal ordinario
podría proclamar como se· infiere del propio fundamento jurídico
tercero del Auto de planteamiento de la cuestión; de forma que la
Disposición derogatoria de la Ley 30/1984 no haría otra cosa que
reforlar una derogación ya impuesta por la propia Constitución desde
la fecha de entrada en Vigor de esta última; 3.°, ahora bien. en lo que
respecta a la segunda cuestión apuntada, ante todo ha de señalarse que
el Tribunal ordinario pudo, en virtud de lo dispuesto en el arto 5.3 de
la Ley Orgánica del Poder Judicial, conocer del asunto sin necesidad de
promover la ~~~tión, puesto que el art. 40 de la Ley de 21 de a~ril de
1966 se debla mterpretar a tenor de la "derogaCIón sobrevemda ...
exigencia constitucional de igualdad ya.reseñadas, esto es, mediante la
acomodación de la norma aplicable al ordenamiento constitucional por
via interpretativa; por el contrario, al centrar el debate en el alcance de
los efectos económicos del derecho de pensión en condiciones de
igualdad qU,e establece la Ley 30/1984, de 2 de agosto, lo que hace es dar
al precepto cuestionado un carácter retroactivo. en perjuicio de «dere­
chos individuales»; 4.°, ahora bien, en el- supuesto de que las anteriores
consideraciones no sean aceptadas por el Tribunal, y se 'estime que es la
limitación contenida en· el art.32 de la Ley 30/1984 la que. impide
acceder a lo solicitado en el proceso contencioso, y si bien la determina­
ción de los efectos económicos a. partir del -l. de enero de 1984 que se
establece en el precepto cuestionado puede. no ser necesariamente
anticonstitucional en la medida en que venga impuesta por imperativos
de orden· p~up~stario, el propio Tribunal Constitucional ha señalado
con anterioridad (en la STC 10311983) la necesidad de una fundamenta·
(.'ión ql.le justifique la desigualdad en tales casos, y en este supuesto, por
tanto, mientras los órganos· del poder legislativo no aporten los
elementos y causas que justifiquen la razonabilídad del trato desigual
que, en razón del tiempo, operará en· virtud del precepto cuestionado en
perjuicio de pensiones causadas antes del primero de enero de 1984 y
que no negaron a producir efectos económicos con antelación a dicha
fecha. puede, en efecto., ser dicho precepto contrario al principio de
igualdad, por 10 que, en esta segunda vertlente,.se interesa la estimadón .
de la cuestión.. . •

7, El Abogado del ~stado. en escrito presentado el 26 de mayo de
1~86, formula sus a~egaclone~ en las que señala, en e~ncia, lo sig':!iente:
l. ). ante todo conviene precIsar que la presente cuest1ón presenta prima

farde analogías con las resueltas por el Tribunal en sus SSTC IOJ/1983
y 104/1983, pero .esa similitud no es otra que la discriminación por
razón. de sexo en perjuicio del varón, respectO de las pensiones de
Yiudt'Óad, y llegados a este punto~ es evidente también que el precepto
k-gal aho~ cuestionado no es un precepto diseriminatp¡io, sino que,·por
el contrano, reconoce plenamente la Igualdad, derogando el art.. 40 d~
la Ley de Derechos Pasivos de 21 de abril de 1966; lo aquí planteado·no
es, por tanto, u~ eyentual situación de desigualdad creada pór el
precepto legal objeto de la cuestión, sino que el legislador ha querido
recoger precisamente la doctrina sentada en las Sentencias ya indicadas
e incorporar las mismas a la legislación sobre Derechos Pasivos de los
funcionarios, a través de la modificación del arto 40 de su Ley
reguladora, esto es, mediante el precepto cuestionado. De suerte que lo
realmente discutido en la cuestión es la retrOactividad de tal precepto en
cuanto a sus efectos econóiñicos y no la constitucionalidad del cante·
nido literal del mismo~ 2.°)•. sin -embargo -continúa el Abogado del
Estado-, el legislador en esta norma ha venido a reajustar el ordena­
miento a los principios constitucionales sentados por el propio Tribunal
Constitucional, siendo así-que la modulación de efectos económicos de
la 'adaptaciónentra dcntrq del ámbito licito de la misma, conjugando
los principios ~e le.salii?8:d presupuestaría y seguridad jurídica, de forma
quena es arbltrana ni Jrr.azonable; 1.°), además, se trata de un ám~

bito normativo diferente por completo al que se analizó en tas
SSTC 103{1983 y 104/1983. de forma Que el precepto legal cuestionado
no se ve afectado por dichas resoluciones según disponen los artS. 38, 3Q
Y 40 LOTC; 4.°), finalmente, ·Ia cuestión no se haUa correctamente
plant~ada, ya que la limitación de efectos económicos que puede
cxpcnmcntar el recurrente ,del proceso contencioso no deriva del arto
32. J, in .fine, de ~a Ley 30{1984, cuestionado" sino del art 40 de la ~.ey
de Derechos PasIvos de 1966, que es el que, vIgente hasta su derogaCión
P?r I~ ~nterior Le~,. conti~ne la ~ve~tual .desigualdad; de forma que la
lllpotcuca ~edaFaclOn de mconSfltucmnahdad del precepto cuestionado
desnaturalizaría el proceso constitucional que nos ocupa y supondria
una sustitución del legislador ordinario y una declaración retroactiva,
con efectos subjetivos que trascenderian.múcho más allá de la situación'
de! dí?fl)andantc, del proceso de origen deJa cuestión, en contra de 105­
prinCipiOS recogidos en los 'arts. 38, 39 Y 40 LOTe. En virtud de todo
ello. el Abogado del Estado concluye interesando la desestimación de la
cuestión planteada.

8. Por provindencia del 'Pleno de este Tribunal de fecha 14 de enero
del presente año, se acordó señalar el dia 16 de enero siguiente para la
deliberación y votación de la presente Sentencia.
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ante supuestos diferentes; a través de aquellas Sentencias este Tribunal
restablccia la igualdad afectada por normas prec-onstitucionales, no sin
dejar sentado que tal restablecimiento «ha de entenderse sin perjuicio de
la poteslad de los órganos de producción jurídica del Estado .para _
articular un sistema diferente, siempre que en el mismo se respeten los
principios y dictados de la Constitución y en especial el principio de
Igualdad» (fundamento juridico 7.°, párrafo final, STC 103/1983). En la
cuestión de inconstitucionalidad que ahora se debate, han sido precisa­
mcntc aquellos otros órganos del Estado -es decir, elle~islador- quienes
excluyen del ordenamiento jurídico la norma diserimtnatoria y articu­
lan. con evidente propósito reparador de la desigualdad en aquellas
contenida. un nuevo mecanismo, consistente en reconocer a la mujer
funcionaria los mismos derecho pasivos establecidos para el varón
funcionario. Mecanismo que, lógicamente, ha de interpretarse referido
a la igualación de los "derechos pasivos que conforme a la anterior
k'gislación eran diferentes, esto es, los derechos a causar pensiones de
viudedad y de oñandad. "

El art. 40 de la Ley de Derechos Pasivos de ros Funcionarios (texto
refundido aprobado por Decreto 1120/1966). hfl estado formalmente
vigcnte hasta su derogación por la Ley 30/1984. Y aunque material­
mente pudiera considerarse contrario a la Cónstitución, en cuanto
desconocedor del derecho a la iguaJdad y no discrimnación del arto 14
c.E., sin la correspondiente declaración de inconstitucionalidad por
parte de cste Tribunal, o sin la consiguiente intervención, en su caso, del
órgano judicial que hubiera de aplicarlo, la Administración, vinculada
estrictamente al principio de lega.lidad en una materia como la presente
de concesión de. prestaciones a cargo de los Presupuestos, podía
razonablemente negarse a conceder la prestación, negativa cuyo carácter
contrario a la Constitución no fue evidente sino hasta la STC J03/1983.
El legislador de 1984, siguiendo la doctrina sentada en la STC 103/1983
lo qU? ha hecho es derogar y sustituir el arto 40, para adaptarlo al
mandato constitucional, permItiendo asi a la Administración la conce·
sión de estas prestaciones, y faciJitando al mismo tiempo eJ ejercicio del
derecho de los beneficiarios sin necesidad de la intermediación judicial
ordinaria o constitucional.

La norma permite así ejecutar y, en su caso, satisfacer unos derechos
que hasta entonces. o al menos hasta la STC 103/1983, no es claro que
pudieran deducirse directamente de la Constitución. Desde la óptica
constitucional resulta irreprochable el mecanismo igualatorio que no fija
reserva alguna respecto aJ momento de la adquisición del derecho, o sea
de la fech~ del fal1ecimiento deJ o la causante. La Jimi,ación temporal,
se limita sólo a los efectos ecortómicos, o sea a la caducidad de las
cvc-ntualcspensiones mensuales devengndas antes del 1 de enero de
1984. Lu diferencia de trato que se cuestiona se reduce así a la regulación
transitoria de un distinto plazo de caducidad de las prestaciones. entre
las pensiones c~u~das wr las funcionarias y las causadas por los
funcionarios, o, respecto a los beneficiarios, entre las pensiones de .Ios
viudos de las funcionarias; respecto a las pensiones de las viudas de los
funcionarios, diferencia de trato que es la que la Sala cuestionante
considera contraria al ano 14 C.E.

5. Para juzgar de la_compatibilidad con el arto 14 C.E. del inciso
cuestionado, ha de tenerse en cuenta, en primer lugar, que el mismo
incide diversamente en-las situaciones causadas a partir de la entrada en
vigor de la Constitución, según si se hubiese ejercitado o no efectiva­
mente el derecho fundamental a la iguaJdad como base para obtener la
correspondiente prestación. Para los que no hubieran ejercido ese
derecho, la: Ley 30/1984 permite y facilita, -sin necesidad de invocar ya
el derecho a la igualdad. la obtención de la prestación, aunque
reduciendo el alcance temporal retroactivo del efecto económico. Para
los Que hubiesen tratado de obtener la correspondiente pensión invo­
cando el derecho a la no discriminación del art. 14 C.E. en relación con
situaciones ~eneradas tras la entrada en vigor de Ja Constitución, Ja
AdministraCIón no podria habérsela otorgado. pero en el correspon­
diente proceso judicial, el Tribun.al, de-acuerdo a la doctrina·establecida
en la STC 103/1983, no podría haber aplicado. sin violar aquel derecho
fundamental, eilimite que para las pensiones de los viudos establecía el
arto 40 de la Ley de Derechos Pasivos, y consecuentemente debería haber
reconocido el derecho a la pensión. con el límite de efectos económicos
en relación al momento de formularse la solicitud de pensión, derivado
del plazo generat de caducidad establecido en la Ley de Derechos
Pasi vos. Para estos casos la apJicación de la Ley 30/1984, que entró en
vigor con posterioridad al momento de su ejercicio "del derecho,
implicaría una reducción del alcance temporal del inicio deJ devengo de
las pensiones, que no se daría de no aplicar la regla cuestionada. Esta
muy distinta incidencia de Ja norma, en 'función del efectivo ejercicio deJ
derecho fundamental antes o después del momento de la entrada en
vigor de la Ley 30/1984, bbliga a examinar diferenciadamente.la
constitucionalidad del precepto en relación a una u otra de las
situaciones.

6. En relación con los caSos de no ejercicio del derecho fundamen­
tal antes de la entrada en vigor de Ja Ley 30{1984, ha de tenerse en
cuenta que la 'situación legal de los beneficiarios de pensiones causadas
por las funcionarias. no era igual a la de las viudas en relación a las
pensiones causadas por los funcionarios. En este último ca.so existia" una
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JI. Fundamentos jurídicos

L La Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Nacional plantea cuestión de ¡nconstitucionalidad
acerca de si el inciso final del párrafo primero del art. 32 de la -Ley
30/1984, de 2 de a80so, de Medidas para I~ Reforma de la Función
Pública, es o no contraria al art. 14 C.E. Dicho párrafo primero dispone
que «la mujer funcionario causará los mismos derechos pasivos que el
varón...», y a continuaión añade, «.•. reconociéndose, no obstante,
efcctos económicos únicamente desde el 1 de enero de 1984 a los
causados-con anterioridad». Es este ultimo inciso el que origina la duda
de constitucionalidad en el Tribunal proponente de la cuestión; y de
cuya validez. segun el Auto de planteamiento, depende el faUo en el
proceso- de origen.

2. El Fiscal ~cneral. del Estado pone en dud~ la proCedencia de la
cuestión planteada, fundamentándola en el hecho de que el Tribunal
proponente ha podido resolver sobre el fondo del asunto sin necesidad
de promoverla, atemperando su conducta simplemente a la ex.igencia
contenida en el arto S.3 de la Ley.Orgánica 6/1985. de 1 de julio. Dicho
razonamiento no puede prosperar. De una parte y segun tiene declarado
este Tribunal (STC 103/1983, fundamento jurídico 1.0). .no se exige,
entre los requisitos de admisión de una cuestión de inconstitucionali­
dad"que el caso planteado no.p\leda ~d1verse con otro razonamiento
que 105 -aducidos P'!r el órgano promoveRte, ·más _que en aquel10s

,supuestos en que dichos. razonamientos resultasen notoriamente lO¡\de­
!=uados en relación con lo que es generalmente admitido en derecho; ya
que lo contrario supondriá un enjuiciamiento de la fundamentación que
el Juez a qua haya realiiado. enjuiCiamiento que no compete a este
Tribunal. salvo en los supUestos a los que anteriormente se hace
referencia y que; con toda evidencia, no concurren en la presente
cuestión. De otra parte, la VÜl interpretativa a la que- el Fiscá1 general del
Estado hace t:cfcrencia, no pueq-e considerarse tan evidente como para
dejar' sin contenido el aspecto contr.overtido de la norma en una
ilimitada tendenc,ia a' su acomodación al ordenamiento constitucional,
ni el órgano judicial,ha planteado duda Interpretativa alguna al respecto,
de modo que la cuestión no puede ser rechazada por este motivo, y ello
sin perjuicio de que, ,en su caso, pudiera este Tribunal Constitucional
resolver tambien la cuestión de inconstitucionalidad utilizando la vía
interpretativa

3. En opinión del Abogado deJ Estado, Ja cuestión de inconstitucio­
nalidad no se halla correctamente 'planteada, ya Que no deriva en
realidad del arto 32 de la Ley 30/1984, sino del arto 40 dO la Ley de
Derechos Pasivos de Jos' Funcionarios (haciendo referencia a su texto
refundido aprobado por Decreto 1120/1966, de 2J de abril) vigente
hasta su derogación por-la Ley 30/1984, Y que es el que contiene la
posible desigualdad, sin que este precepto haya_sido objeto de cuestión
de inconstitucionalidad.

Es cierto que el invocado art; 40 no' ha sido objeto de· cuestión de
inconstitucionalidad, pero de ello no cabe deducir que la cuestión Que
sc.eleva a este Tribunal está incorrectamente pJanteada: La Ley que eJ
~TriJ:>unal rroponente considera aplicable al caso y de cuya validez
depende e fallo es la Ley 30{1984 Yno dicho art. 40. En consecuencia
la cuestión de inconstitucionalidad no puede· trasladarse, como el
Abogado del Estado pretende, al' repetido arto 40· (aunque se pueda
examinar tal precepto como antecedente de la cuestión debatida), sino
que ha "de centrarse en la normativa correctamente identificada por la
Sección proponente y en el análisis de si la misma resulta .o-no contraria"
a .los principios y dictados de· la Constitución. - -

4. Ahora bien -y entramoS en el fondo de la cuestión planteada- el
hecho de que el ano 40 de la Ley de Derechos Pasivos de' Jos
Funcionarios, vigente- en el momento de l].tQ.!Ilulgació.n del texto
constitucional, no pueda considerarse como eje conductor de la presente
cuestión de inconstitucionalidad, según·ha .quedado razonado en el
precedente fundamento, no equivale, con plena evidencia, a un respaldo
de la constitucionalidad del referido artícuJo.
" Muy _por el contrario, al. recogerse en el mismo que «Ja mujer
funcionario público de la Administración Civil del Estado adquirirá y
causará los 'mismos derechos pasivos que el varón, sin mas excepciones
que las de Quena causará en ningún caso pensión de viudedad y que a
la de--orfandadno-tendrán derecho Jos hijos mientras viva el padre»
(salvo que se dé en éste alguna de las circunstancias que enumera el
artículo y que no afectan a lo esencial de nuestro razonamiento) resulta
claro que contenía una diferenciación o- discriminación del trato
jurídico. fundada en,el sexto de los colectivos a los que se refiere y que,
sin. justificación razonable de la desigualdad que así se produce. ha de
considerarse contraria al principio de igualdad consagrado por Ja
Constitución. según Jos criteriosexpuestos por este Tribunal en anteri()..
res Sentencias, entre otras las SSTC 103/1983 y 104/1983.

No' obstante ycomo atinadamente inicia su razonamiento el Abo­
gado del Estado, al considerar las posibles analogias existentes entre el
supuesto que. ahora nos ocupa y. las cuestiones. resueltas por las
precitadas Sentencias, es notorio que dichas analogías lo son prímafacíe
y que un examen más profundo pone de evidencia que nos encontramos

'.-."

, .
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regla legal que ya reconocía expresamente el derecho, mientras que en
el primer caso la regla legal (an. 40 de la Ley de Derechos Pasivos de
los Funcionarios) no recoDada el derecho, y por ello era inconstitucio­
nal, pero sólo el ejercido del derecho fundamental a la igualdad y no
discriminación hubiera permitido, para las situaciones causadas a panir
de la entrada en vigor de la Constitución, la obtención de la correspon­
diente pensión en condiciones de igualdad.

Tiene razón el Abogado del Estado al afirmar· que en materia de
pensioncs,- al tmtarse del derecho de· prestación, está en juego el
principio de legalidad presupuestaria, )' que la obligación de adaptación
automática de la normativa preconstituclonal no resulta exigible; Puede
afirmarse también ~ue no cabe deducir que, por efectos normativos
directos de la DiSpOSición derogatoria tercera del texto constitucional. se
origine un concreto y dcterminado-sistema.de derechos pasivos que deba
operar automáticamente. Por ello, y también en aras de la seguridad
jurídica, resultaba necesario Que el poder público determinara las nuevas
reglas aplicables, que es lo que hace el arto 32 de la ley -30/1984,
permitiendo a partir de su e,nuada en vigor la obtención ex leg~ de 1a
pensión de viudedad, que, hasta entonces la Ley ~egaba.

No puede decirse asi que el precepto cuestionado, al limitar los
efectos económicos para el pasado de la reforma que introduce, tenga.
para quienes hasta ese momento.no hubiesen ejercido aquel derecho, un
efecto de «regeneración» de la situación de desi~ualdad vedada ex
COllsfitufiol1c, sino que se limita a establecer una drsciplina transitoria
para los efectos en el pasado del ejercicio, tras la entrada en vigor de la
Ley, de los derechos que la nueva norma legal expresamente reconoce
y declara, aunque la fecha causante fuera anterior a la entr,da en vigor
de la misma, <

Esta limitación temPoral de los efectos económiCos del ejercicio del
derecho, no puede considerarse en este caso contraria al ·art. 14 de la
Constitución, pues ni obedece a un objetivo discriminatorio en función
del sexo, ni trata situaciones absolutamente equiparables y además la
diferencia transitoria que establece, en relación, se ~nsiste, a los efectos
ttonómicos de la petición .tardía, entre quienes ya tenian _reconocido
legalmente el derecho y quienes formalmente en aquel momento lo
tenían negado. obedece a una causa razonable'y. además. no tiene como
fin ni como efecto'de agravación o mantenimiento de la situación de
discriminación de la mujer de la que. parte la diferencia de trato que
cstablccia el ano _40 de la anterior Ley de Derechos Pasivos de
Funcionarios del Estado,

Como hemos dicho en la STC 128/1987, «si no se Quieren -dejar
vacíos de contenido los preceptos contrarios a la dicriminación de la
mujcr», no debe i,norarse la hIstórica situación de inferioridad sócial y
jurídica de,la mUjer que la interdicción de discrim-i.aación del arto 14
C.E. trata de remediar. La. restricción del derecho de la mujer funciona·
fia a consolidar derechos pasivos en favor de su viudo. y,consiguiente­
mentc, la situación mas ventajosa en materia'de pensiones de las viudas
de los funcionarios en reladón a los viudos de lás funcionarias, tuvo su
base en un hecho evidente, la histórica sitllación de marginación de la
mujer en 'el mercado de trabajo. -, .

Aunque el trato desigual pudiera entenderse..formalmenteen perjui­
cio del varón, materialmente presupone una valoración ~rati,vade la
condición laboral de la mujer. El mantenimiento de la diferencia lega)
de trato en materiá' de pensiones contribuiría, a que continuara esa
situación de excJuisón, favoreciendo o incentivando que la mujer no
t'mbaje fuera del hogar; A su vez no debe de ignorarse .que. tratandose
de situaciones que se 'consolidan ,en el tiempo. como las pensiones, la
situación de partida, la marginación laboral de la mujer, sólo. puede ser
corregida para el futuro y, por eIJo, el "tllejor trato de las viudas de
funcionarios en materia de pensiones sirve también para compensar la
previa situación existente de discriminación. La igualdad de trato en
riHlteria de' pensiones entre los funcionarios y las funcionarias resulta un
instrumento necesario para evitar la perpetuación 'de la situación social

- de marginación, pero ello no impide cOnsiderar constitucionalmente
___ jll~tificad3.s diferencias de trato en relación al pasado que puedan ser

cnll'ndidas como dirigidas a compensar o reequilibrar unas situaciones
previas de discriminación; y como tal puede entenderse también 'esta
disdplina transitoria que supone diferencias de efectos económicos, en
rdación con el momento del ejercicio del derecho, entre el colectivo de
las viudas de los funcionarios, que contaban claramente con la expecta­
tiva del derecho a obtener una pensión causada por su marido, y en
función de ello pudieron optar por no trabajar y, por ello. causar
directamente el derecho a pensiones de carácter contributivo, y el
COlectIVO de los viudos de las funcionarias que al no contar originaria­
mente con esa expcct'ttiya, pudieron adaptar su vida desde un primer
momento a esa exp<.."Ctatlva de no generación de pensión por su esposa
funcionaria.

Además, no es ocioso recordar la función de cobertura de situación
de necesidad que cumplen las pensiones de Seguridad Social. incluidas
las de clases pasivas. y que la ordenación de los recursos necesariamente
escasos dedicados a esas pensiones debe atender antes a la proyección
presente y futura de esas preslaciones, Que a la cobertura de situaciones
y de h~hos pa~~os r~spect~ a los que eSas prestaciones ya no pueden
cumphr su funclon ónglOana. Se trata además. de derechos de presta-

ción; de evidente contenido económico, a cargo de los presupuestos
públicos, y Que han podido afectar a un número -considerable de
beneficiarios, por lo Que el reconocimiento de derechos con efectos
económicos para el futuro puede considerarse también constitucional­
mente justificado, debiendo reconocerse en estos casos un margen al
legislador para el reconocimiento de derechos de carácter patrjmoni~1.
No deja de ser significativo Que las Directivas comunitarias referidas a
la i$ualdad de trató entre hombres y mujeres en materia de Seguridad
Sectal (79/7 Y 86/378), hayan previsto una aplicación progresiva del
principio, incluyendo además excepcíones en relación con las pensiones
de viudedad. '

A diferencia de la situación examinada en la STC 216/1991, el
legislador 'parlamentario ni ha demorado la corrección de la situación
cesigÜal, en cuanto que inmediatamente ha tratado de aplicar a la
legislaCión de'c1ases pasivas la doctrina de la STC 103/1983 en materia
de pensiones de viudedad de la Seguridad Social, ni ,ha Hevado a cabo
lal corrección de manera arbitraria sino de acuerdo a criterios fundados
razonables y de valor generalmente admitidos, concordantes con la
interpretación que este Tribunal ha hecho en casos similares de los
efectos_para el pasado de las Sentencias declaralivas de inconstituciona­
lidad (STC 45/1989, fundamento jurídico (1). .

En consecuencia, no puede considerarse contrario al ano 14 C.E., el
inciso final del párrafo primero deJ arto 32 de la Ley 30/1984, en cuanto
supone el mantenimiento transitaría de una diferencia de trato, en
relación a los efectos económicos, entre las viudas que ya tenían
reconocido formalménte su derecho por la I~islación de clases pasivas,
y los viudos que no lo tenían reconocido formalmente, ni, al mismo
tiempo, habian tratado de obtenerlo invocando el derecho reconocido en
el arto 14 C.E.

7. Tema distinto es el ,de' la constitucionalidad del inciso cuestio­
nado en cuanto pudiera considerarse aplicable a los viudos de funciona­
rias Que. errtelación a situaciones generadas tras la entrada en vigor de
la Constitución, hubies'en solicitado la pensión, invocando el derecho a
la.no discriminación, aoJes 'del momento de entrada en vigor de la Ley
30/1984.La·aplicación del art. 14 C.E. y de la doctirna establecida en
la STC 103/1983, les hubiera permitido obtener el reconocimiento del
derecho a la pcnsión,y desde el momento del hecho causante, sin
perjuicio de la aplicación del·plazo·general de caducidad de cinco años.
O dicho con.otras palabras hubieran podido obtener un trato igual al de
las viudas, de modo que la aplicación de la limitación lemporal
contenida en el inciso cuestionado síque podría entenderse·que produce
'un efecto de «regeneración» de la situación discriminatoria de desig-ual­
dad vedada por el arto 14 e.E. De-este modo la norma correctora de la
desigualdad para estos casos producirla el efect(} contrario de regenera­
ción.de la situación .desigual que estaba en vías de corrección en .el
procedimiento administrativo o judicial correspondiente.

El problemaaqui, como sugiere el Fiscal general del Estado, ha de
ponerse en conexión con la selección de la norma aplicable a una
situación litigiosa establecida antes de la entrada en vigor de la Ley
30/1984, de 1 de agosto. Desde luego. y no sólo ya por el arto 14 C.E.,
sino también teniendo en cuenta el arto 9.3 C.E., el inciso cuestionado
de la Ley JO/1984 no pOdría tener el efecto de la elimiación retroactiva
de dereChos individuales. que ya habían Sido eje.rcidos en la vía
administrativa y judicial pero que .aún no habian SIdo resueltos, como
sucede en el caso de origen, y si así se entendiera el p~to, como
sostiene la Sala cuestionante, habría de declararse su inconstllucionali­
dad en relación a esas reclamaciones anteriores pendientes de -resolución
judicial. .

Ha de darse fa razón a la Sala cuestionante -eñ que el sentido del
precepto éS claro y no 'pcrmite otra inlerpretaciónque la que la propia
Sala, formula, Que esa la Qtlc. además correSpOnde seleccionar la norma
que entienda aplicable al caso, la Ley 30/1984. Partiendo de esa
ncces.1ria premisa ha de declararse Que el inciso cuestionado establece
una diferencia de trato contraria'al art. 14 CE. Ysupone una limitación
retroactiva de derechos contraria alarl. 9.3 de la misma, en relación con
las solicitudes,de pensiones basadas en el derecho a la no discrimina­
ción. ejercitadas antes del momento deJa entrada en vigor de dicha Ley,
por lo que la limitación temporal de los efectos económicos Que aquel
cslablccenoes aplicable a aquellas solicitudes tramitadas y en curso
antC'Sdc la entrada en vigor de la ley 30jI984.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN' DE LA NACIÓN
EsPANOLA,

Ha decidido

Declarar Que el inciso final del arto 32. párrafo 1.°, de la Ley 30/1984,
de 2 de agosto. de Medidas para la Reforma de la Función Püblica. que
dice «... reconociéndose, no obstante. efectos económicos únicamente
desde el I ,de enero ,de 1984 a los causados con anterioridad», es "
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de Orihuela solicitando la modificación de la referida díligencia. Y al no
obtener resolución alguna del Juzgado, en fecha "12 de, abril de 1988.
interpone recurso de nulidad de la expresada diligencia interesada
mediante exhorto, al entender que se han violado varios preceptos

. legales, especialmente el arto 270 LO.P.1. y el arto 24 C.E.
El recurso de nulidad fue rechazada por el Juez de instancia «por

haber comparecido en autos, peto no ser tenido por parte», mediante
providencia de 30 de mayo de 1988. Contra dicha resolución, en fecha
1 de junio. se interpone recurso de reposición que es desestimado por
providencia de 28 de junio de 1988.

3. La demanda invoca la infraCción del arto 24 c.E. en relación con
el arto 270 L.O.P.J., e interesa sentencia con los siguientes pronuncia­
mientos:

«1) Declarar la violación del derecho de defensa y tutela jurídica.
establecidos en elart. 24 de la Constitución, de doña Josefa Buigues
Artigues,. en el procedimiento 131 de la L.H. núm. 176/1986 seguido
ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 2 deOrihuela (Alicante).

2). Restablecer el derecho de defensa y tutela jun'dica violados,
decretando '-la nulidad de las.actuaciones judiciales éoncretadas en la
providencia de fecha 28 de junio de 1988, de la-providencia de fecha 30
de mayo de 1988 y de la diligencia de lanzamiento acordada mediante
exhorto de fecha 7_ de enero de 1988, ,todas ellas. dictadas por el Juzgado
de referencia.
. 3) Ordenar al juzgador de Instancia se abstenga de proceder al

lanzamiento de doña Josefa Buigues Artigues, deJa vivienda que ocupa,
.hasta tanto no se la tenga por parte y oída en el proceso correspondiente;
con todos lo demás procedente en Derecho.»

Por medio de otrosl interesa, conforme al arto 56 LOTe. la
suspensión inmediata de la ejecución de la diligencia de lanzamiento,
por cuanto dicha ejecución irrogaría graves e irreparables perjuicios.

4. Por providencia de 12 de septiembre de 1988, la Sección Cuarta
de la Sala. segunda de ~5te Tri\>unalConstitucional acordó tener por
interpuesto recurso de amparo por el Procurador don José Perez
Templado, en nombre y.representación de doña Josefa Buigues Artigues.
Asimismo, acordó conceder un- plazo común de diez días al Ministerio
Fiscal y recurrente .en amparo. a fin de que, dentro del mismo,
formularan las alegaciones que estimaran pertinentes en relación con la
posible concurrencia del supuesto previsto en el apartado e) del art. 50.1
de la LOT.C: Carecer la· demanda manifiestamente de contenido que
justifique una decisión sobre el fóndo de la misma por 'parte del
Tribunal Constitucional.

5. Por providencia de 10 de octubre de 1988, la Sección acordó
tener pOr recibidos los escritos de ale~aciones. a la ve que admitia a
trámite la demanda de amparo. Asimismo, se requerió al Juzgado de
Primera Instanc~ núm. 2 de Orihuela para que en el plazo de diez dias
remitiera.testimonio del procedimiento sumario 131 de la Ley Hipoteca­
ria núm. 176/1986, interesándose al propio tiempo se emplazara a
quienes fueron parte en -mencionado procedimiento, para que en el
plazo de diz dias pudieran comparecer en este proceso constitucional.

6. Por providencia de 21 de noviembre de 1988, la Sección acordó
tener por recibidaslas'actuaciones remitidas por el Juzgado de Primera
Instancia núm. 2 de Orihuela. Asimismo, se tiene por pef5onado y parte
en nombre y representación de la «Caja Rural del Mediterráneo
SOciedad Cooperativa de Crédito Limitada», al Procurador señor Olmo
Pastor.

A tenor de lo dispuesto en el arto 52 de la LOTe. se concede un plazo
común de veinte dias al Ministerio Fiscal y a los Procuradores señores
Pérez Templado y Olmo Pastor, para Que, con vista de las actuadones,
formulen las alegaciones que a su derecho convenga.

7. Don Julian del Olmo Pastor, Procurador de los Tribunales, en
nombre y representación de la «Caja Rural del Mediterráneo, Soco Coop.

. de Crédito Limitada», en escrito presentado el 19 de diciembre de 1988,
después de relatar los hechos, añade que es conocida la jurisprudencia
de este Tribunal Constitucional, que exige que para que se produzca
indefensión se hayan tenido que agotar previamente todas las posibilida~

des legales, y, en tal sentido, el arto 132 dice: «que todas las demas
reclamaciones que pueda formular, así el deudor, como los terceros
poseedores·y los demás interesados, incluso las que versen sobre nulidad
del título o de las actuaciones, o sobre vencimIento, certeza, extinción
o cuantía de la deuda, se ventilarán en el juicio declarativo que
corresponda, sin producir nunca el efecto de suspender ni entorpecer el
procedimiento que establece la presente ley>~. -

Sala Primera. Sentencia 611992. de 16deenero. Recurso de
amparo 1.317/1988. Contra providencia del Juzgado de
Primera Instancía numero 2 de Orihuela recarda en el
procedimiénto judicial sumario del artículo 131 de la Ley
Hipotecaria. Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: Indefensión causada por la resolución de desalojo
de la recurrente-inquilina sin haber sido oida en el proeedi·
mientó.
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SENTENCIA

En el recurso. de amparo num.' 1.317/1988, promovido por doña
Josefa Buigues Artigues, representada pOr el Procurador de los Tribuna-:
les don José Pérez Templado y asistida del Letrado don-Pedro Alemany.
CorteH, contra prOviciencia _de2~Lde_ juniQ de 1988, recaída en el'
procedimiento-judicial sumario del· arto 131 de la Ley Hipotecaria
número 176/1986 de! Juzgado de Primera Instancia núm. 2·tle Orihuela
Han sido partes el Ministerio Fiscal y la «Caja Roral del Mediterráneo,
Soco Coop. Limitada», representada por el Procurador de los Tribunales
don Julian del Olmo Pastor, y ha sido Ponente el Magistrado don
Fernando García·Mon y González-Regueral quien expresa el parecer de
la Sala. " '<

Antecedentes

1. Don José Pérez Templado, Procurador de los Tribunales, en
nombre y representación de doña Josefa Buigues Artigu(:i, por medio de
escrito presentado el19 de julio de 1988, interpone recurso de amparo
contra providencia de 28,de junio de 1988, recaida en el procedimiento
judicial,suma'riodel arto 131 de la ley Hipotecaria núm. ·176/1986 del
Juzgado de' Primera Instancia n~~. 2- de Orihuela (Alicante).

2. La demanda se basa en IQs siguientes hechos:
- A) _Desde el día ¡de enero de 1985, -la recurrente,juntamente con

su esposa y sus tres hijos menores. vienen ocupaudo el pISO vivienda sito
en Denia (Alicante), calle Sagunto, 9 (escalera B, 4.° e, planta 15), en
concepto de arrendataria mediaple contrato concertado por la actora
con el propietario de la expresada vivienda, don Juan Carlos Torres
Femenia, por una renta de 13.000- pesetas mensuales.

B)En el mes de febrero de 1987.. la recurrente, extrajudicialmente
y de forma fortuita, tuvo conocimientó de la celebrac;ión de una subasta
sobre la vivienda que como arrendataria venía ocupando, en el
procedimiento del art. 131 de la leY Hipotecaria núm. 176/1986,
seguido por el Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Orihuela
(Aticante).a instancia de la Caja Rural Bonanza del Mediterráneo contra
el titular del referido piso don Juan Carlos fTorres Femenía.

A los efectos de evitar 'perjuicios irreparables, doña Josefa Buigues
Artigues compareció en los expresados autos debidamente representada
por el Procurador don Antonio Martínez Moscardó, mediante escrito de
fecha.23 de febrero -de 1987. en el cual alepba y hacía constar su
condición, de arrendataria de la citada viVIenda, al objeto de da(
cumplido conocimiento a los posibles licitadores en segunda subasta al
haber quedado deSIerta la primera.

C) Después de la celebración de la segunda subasta, también
declarada desierta, 1a«Caja Rural del Mediterráneo Soc. Coop. de Crédito
Limitada» (antes Caja Rural Bonanza pel Mediterráneo), solicitó la
adjudicación de la· citada finca, con el conocimiento de que estaba
ocupada por la arrendataria doña Josefa Buigues Artigues y su familia.

D) El 7 de enero de 1988, sin dar traslado a la recurrente ni a su
Procurador, sin trámite alguno y sin previa notificación, el Juez de
Primera Instancia núm. 2 de Orihuela dtrige exhorto al de igual clase de
Denia para que con .Ia mayor l?re~edad procediese a ·dar posesión i la
entidad actora de la -finca adjudIcada y caso de estar ocupada <<Se
requiriese a quien haya en eUa ~ra que la desaloje y 13 deje libre en el
plazo de ocho días. y transcumdo- el mismo sin verificarse se proceda
al lanzamiento de sus ocupantes...».

El "7 de abril de 1988 al tener conocimiento extrajudicial la recurrente
del expresado éxharto de lanzamiento, presenta escrito ante el Juzgado

inconstitucional en cuanto- se entienda aplicable a las solicitudes de
pensión tramitadas yen curso antes de la entrada en vigor de dicha Ley.

Pubiíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».
Dada en Madrid a dieciséis de enero'de mil novecientos noventa y

La sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García-Món y
Gonzalez·Regueral, don Jesús Leguina ViI1a, don luis López Guerra y
40n -Vicente Oimeno Sencjra, Magistrados, ha pronunciado

la siguiente
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